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Resumen

En poco más de una década se ha revertido en forma dramática la visión inicialmente triunfalista que prevaleció durante la reestructuración  del sector público en Argentina.  Los fundamentos y las orientaciones que guiaron las políticas de reforma del Estado de los años noventa están hoy sujetos a revisión y replanteo. 

La realidad es contundente y los indicadores socioeconómicos persisten en reflejar las tendencias negativas de la “semidécada perdida 1998-2003” (i.e. tasa de desempleo de dos dígitos, más de la mitad de la población en la pobreza, una asimetría de treinta y ocho veces en la distribución del ingreso, etc.). 

Los resultados decepcionantes condujeron a un estado de "fatiga de la reforma", según el cual las reformas estructurales, fundamentalmente la liberalización, la desregulación y la privatización, son percibidas como factores desencadenantes del deterioro de la calidad de vida (Birdsall y de la Torre, 2001). Según algunos relevamientos han  generado un rechazo creciente sobre todo entre las capas medias y en los países donde las privatizaciones estuvieron vinculadas a situaciones de corrupción (Lora 2002).

Introducción

En este trabajo se revisa la noción de desarrollo según  las teorías sociológicas en las cuales se origina (modernización versus dependencia); se elucidan las nuevas definiciones elaboradas por los organismos que prescriben programas (Banco Mundial, PNUD, CEPAL); se discuten las estrategias de 'desarrollo' que subyacen en las diferentes agendas de reformas estatales y se describen características económicas y sociales del desarrollo histórico reciente.  

La Noción de Desarrollo

El término 'desarrollo' presenta numerosos problemas conceptuales e ideológicos. Los científicos sociales distinguen entre el concepto de crecimiento económico (muchas veces identificado a través de algunos indicadores cuantitativos como el crecimiento del PBI por habitante) y el de desarrollo que implica una transformación estructural u organizacional. 

La discusión acerca de la noción de ´desarrollo´ ha estado históricamente plagada de contradicciones y polarizaciones ideológicas, particularmente entre los teóricos de la modernización y los teóricos de la dependencia, que han representado los paradigmas dominantes en esta discusión, sobre todo hasta los noventa.. 

La teoría de la modernización –la expresión fue introducida por Talcott Parsons en la década de 1950-- ha sostenido que los países siguen una pauta que es el modelo de crecimiento de los países occidentales. Pero mientras que para los países occidentales la 'revolución' industrial se hizo desde adentro, en los “países en desarrollo” esta revolución es exógena, basada en el impacto de la tecnología occidental y la transferencia de instituciones sociales y culturales. La perspectiva de la modernización se ha basado en conceptualizaciones tales como la diferenciación estructural, la dicotomía tradicional/moderna, el continuum rural/urbano, y en los 'obstáculos' o 'prerrequisitos' estructurales y culturales para el desarrollo. El término 'desarrollo' entraña per se una connotación positiva. 

En la teoría de la dependencia  (Cardoso y Faletto;  Frank), a fines de los sesenta,  el foco está puesto en la premisa según la cual los problemas del subdesarrollo son el producto de las relaciones de dependencia estructural entre los países occidentales y los países --entonces denominados-- del Tercer Mundo --hoy redenominados ´el Sur´--. El argumento es que las naciones industriales occidentales "requirieron" del subdesarrollo de Asia, África y América Latina y de esta manera los países no industriales se convirtieron en satélites dependientes de las naciones más avanzadas, perdiendo, a su vez, el control efectivo sobre su propio destino económico. La noción de relaciones centro-periferia supone que los cambios en el desarrollo y las organizaciones de los países dependientes están basados en fuerzas que provienen de las metrópolis. El acento puesto en que las fuerzas imperialistas son las principales fuentes de cambio tiende a pasar por alto la significación de los factores sociales y culturales internos. De acuerdo con la visión dependentista, el desarrollo no es posible sin una reestructuración  fundamental del orden económico y político internacional. Desde esta  perspectiva se deduciría que sin un profundo cambio del orden internacional, la polarización entre países desarrollados y subdesarrollados sería un proceso indefectiblemente sin final.  (Orlansky  2003).

Si bien estos dos extremos aún constituyen un eje analítico vigente, lo cierto es que las  posiciones se han aproximado gradualmente y a ello se suma la emergencia de un nuevo paradigma, el desarrollo humano sustentable (PNUD 1994). Se trata del desarrollo que no sólo suscita un crecimiento económico sino que también distribuye equitativamente sus beneficios; otorga prioridad a los pobres, amplía sus opciones y oportunidades y prevé su participación en las decisiones que afectan sus vidas. 

Los organismos internacionales y multilaterales han producido activamente una serie de dispositivos discursivos introduciendo metas e instrumentos de políticas públicas que no sólo apuntan a la equidad en el plano nacional (CEPAL 1992) sino también a la disminución de las asimetrías internacionales y de los nuevos procesos de globalización. En 1999, con la Declaración del Milenio culmina un compromiso de los países más desarrollados para disminuir el déficit social de los más rezagados. El documento de Naciones Unidas en Monterrey (2003), “Un Siglo de Desarrollo para Todos”, es un aporte en esta tendencia. 

El Desarrollo en los 2000

Ahora bien, “¿qué se entiende por ´desarrollo´ hoy?  Finalmente, ése es el propósito último de las reformas”, afirman Fanelli y Popov  (2003). Siguiendo a estos autores, se distinguen operacionalmente cuatro tipos de desarrollo económico social.

Primer tipo, en una versión más tradicional,  el desarrollo económico se diferencia del mero crecimiento económico porque consiste en un crecimiento autosostenido, con cambio estructural en los patrones de producción, avance tecnológico, y modernización social, política e institucional. 

Segundo tipo, el desarrollo sustentable basado en el World Development Report 2002, implica no sólo el crecimiento económico sino también considerar el impacto ecológico y social, es decir, el tandem producción económica - calidad de vida. 

Tercer tipo, en la visión de Amartya Sen, el desarrollo supone expansión de la libertad –es decir, mayores oportunidades y posibilidades de elección en lo económico, social, político, seguridad, etc.--.

Cuarto tipo, a diferencia de los anteriores, el institucionalismo no distingue entre buen desempeño económico, crecimiento económico, desarrollo económico
. Un buen desempeño económico depende de buenas instituciones económicas, según Douglass North y Oliver Williamson.. No queda claro si para el institucionalismo --según ellos--  las buenas instituciones económicas son “causa necesaria” aunque no “suficiente” para el desarrollo económico. 

Por su parte, Rodrik (2003), sobre la base de numerosos estudios empíricos, afirma  que (1) encender los motores del desarrollo económico y (2) sostenerlo luego,  son dos problemas diferentes. La primera cuestión requiere generalmente una gama limitada de reformas, a menudo poco convencionales, y  por consiguiente no dependen tanto de los aspectos institucionales. La segunda cuestión constituye un desafío más difícil pues requiere construir un apoyo institucional que garantice a largo plazo la resistencia de la economía a los shocks y a los ciclos económicos  manteniendo el  dinamismo productivo.  

En ese sentido, siguiendo la metáfora de Rodrik, y contrariamente a buena parte de la literatura que las presenta como alternativas de reforma estatal, podría formularse una hipótesis de complementariedad de ambos procesos: uno, el inicial, de ingeniería social, instrumentalista, “constructivista”, y otro, de largo plazo, de carácter institucional, gradualista, “evolucionario”.

Estrategias de desarrollo y agendas de reforma estatal

La tónica imperante durante los años sesenta  y la primera mitad de los setenta se había caracterizado por un creciente rol del Estado en el bienestar social  y su intervención en la infraestructura, producción y planificación económicas. Las regulaciones del mercado orientadas a la industrialización sustitutiva habían avanzado en Argentina, así como en Brasil y en Méjico, siguiendo las recomendaciones de Prebisch y CEPAL. Pero los resultados fueron, sin embargo, una creciente urbanización y marginalidad a las que se sumó el intenso conflicto político sobre la distribución. La inflación y el régimen autoritario fueron los modos predominantes de la economía y la política (Farías 1994). Sin embargo, durante ese período, y a propósito de los regímenes autoritarios y los efectos de sus políticas públicas, algunos autores han mostrado que el tipo de régimen, sea autoritario o democrático,  no alcanza a explicar las diferencias en el crecimiento económico y social. 

Según Przeworski y Limongi (1994), por ejemplo, los milagros económicos del período posterior a la segunda guerra mundial incluyen tanto a ciertos países que sí  tenían instituciones democráticas en vigencia (parlamentos, partidos, sindicatos,  competencia electoral) como también a países gobernados por dictaduras militares (sudeste asiático); los autores destacan la importancia de "una cierta autonomía del Estado", un atributo de regímenes muy diversos pero efectivos a la hora de la gestión merced al que pudieron sortear las presiones y los estrechos intereses corporativos y administrar en función del interés general. En el orden social encararon el desarrollo con equidad y en lo económico la ampliación internacional de sus mercados.  

Aunque en forma desigual pero inequívoca, la década de 1980 marcó el vuelco de la mayoría de los países en desarrollo alrededor de las reformas orientadas hacia una economía de mercado. 

En efecto, la necesidad de revisar drásticamente el papel del Estado surge en las democracias occidentales a mediados de la década del 70, cuando se revierte la pauta de la 'triple afluencia' que abarcó alrededor de cuarenta años y que consistió en el crecimiento simultáneo del Producto Bruto Interno, del Ingreso Familiar y del Gasto Público. La expansión de la intervención estatal había sido un fenómeno generalizado. La detección de una situación equivalente para la Argentina fue mucho más tardía pese a los agudos indicios de la crisis. Después de un período de once años de crecimiento ininterrumpido del PBI (1963-1974), Argentina había experimentado una eclosión fenomenal del sector público -sin precedentes- hacia 1973. Sin que este abrupto disparo fuera morigerado en años siguientes (como había ocurrido en períodos anteriores), sobrevino el fin de la era de la 'triple afluencia' con el gasto público sin ajustarse estrictamente al rigor de la nueva época. En la Argentina, la mayoría de los análisis políticos y económicos pusieron inicialmente el énfasis en las evidencias de la recesión económica sólo en términos de la disminución del PBI y de los Ingresos Familiares. ¿Cómo se explica este sesgo interpretativo? En primer lugar, se trató de un fenómeno inédito: la reversión de la tendencia de crecimiento no tenía antecedentes, el desarrollo continuo era considerado una tendencia natural. En segundo lugar, a través de la emisión monetaria y el endeudamiento interno y externo se oscureció la magnitud del déficit fiscal -déficit que, por otra parte, parecía haber sido históricamente funcional para el desarrollo económico del país. Finalmente -quizá uno de los factores explicativos más importantes-, las condiciones políticas del período más autocrático que asoló al país (1976-1983) impidieron trascender la peculiaridad del contexto local y descifrar una realidad económica internacional y generalizada, el inexorable fin de la 'triple afluencia'. (Orlansky 1994)

Durante los años ochenta y noventa, en forma prácticamente generalizada se revirtió el modelo de desarrollo. Fueron los años del “triunfo” del liberalismo y de la “magia del mercado” en escala global (Fukuyama 1992; Biersteker 1995). Tras un intenso debate ideológico se impusieron las creencias liberales y su concepción del desarrollo. Un conjunto de diez proposiciones resumieron el común denominador, el spirit du temps, el denominado “Consenso de Washington”, designación acuñada por Williamson (1993)
, buena parte de cuyas propuestas de ajuste estructural y estabilidad fiscal se aplicaron durante el gobierno de Menem. 

La expansión generalizada de esta visión llevó a reflexionar acerca del papel de las ideas en la determinación de las políticas públicas (Yee 1996), es decir,  de los mecanismos a través de los cuales se difunden las experiencias, las políticas públicas, las doctrinas, las ideas (Rose  1993; Dolowitz y Marsh 1996). Ciertamente, un sistema de ideas, sea un refinado marco conceptual o un simple latiguillo, puede influir significativamente en la definición de intereses y afectar el comportamiento de los actores sociales. La fuerza que adquieren las ideas, su poder real en el mundo de la política, no es independiente de la configuración de instituciones e intereses en juego (Hall 1989). No obstante, el dinamismo intrínseco de las ideas no sería suficiente para su transformación en políticas sin la necesaria intervención de una comunidad epistémica, es decir, del auspicio de “una red de profesionales de reconocida experiencia, especialización y autoridad en políticas públicas relevantes para el área en cuestión” (Haas 1992). El aporte de una comunidad epistémica es esencial para la  elaboración, la difusión y la eventual implementación de una agenda de reformas. 

Una sucesión de “agendas” auspiciadas por diversas comunidades epistémicas se ha desplegado en respuesta al “Consenso de Washington” (1) A los componentes paradigmáticos iniciales se ha adosado una multitud de nuevas reformas que impulsan una transformación institucional profunda (buen gobierno, reforma del sistema judicial, reforma de los derechos de propiedad, reforma laboral, erradicación de la corrupción, reforma del sistema regulatorio), cuya instrumentación mejorarían los resultados de las medidas iniciales del propio Consenso. Básicamente, la secuencia histórica, es la siguiente. 

(2) La llamada “Reforma de Segunda Generación” (Naim 1994) planteó la necesidad de traspasar las reformas (fundamentalmente económicas) de primera generación y encarar la transformación de áreas institucionales primordiales (Educación, Justicia, Administración Pública, etc.). 
(3) El “Posconsenso de Washington” (Stiglitz 1998) propuso una  agenda institucionalista, regionalista y la imposición de transparencia en el sector público. 

(4) La denominada “Disputa de Washington”
 (Birsdall y de la Torre 2001) formuló una agenda de diez puntos compatibles con la equidad y el crecimiento económico (i.e., redes de seguridad social, protección de los derechos del trabajador, lucha contra la discriminación, mayores impuestos a los ricos y mayor gasto hacia los pobres, asistir a la creación de pequeñas empresas, descentralización y mayor acceso a  la educación, construir instituciones fiscales y monetarias que puedan implementar políticas anticíclicas y moderar el ciclo económico, etc. ). 

(5) Una visión desde CEPAL, Santiago de Chile (Ocampo 2001)  estableció el requisito de una nueva relación entre el mercado y el interés público a través de políticas gubernamentales y de un compromiso más activo de la sociedad civil. No sólo se trata del control macroeconómico sino también de impulsar el desarrollo de actividades productivas mediante la vinculación entre los sectores público y privado. Es importante destacar, que para CEPAL (2001) los objetivos de desarrollo no se restringen al crecimiento económico y a la reducción de la pobreza, sino que incluyen un conjunto más amplio de valores (libertad, cohesión social e identidad cultural). 

6) El Foro de Porto Alegre 2002, un movimiento antiglobalización sumamente heterogéneo, ha presentado un consenso de cinco puntos referidos a la producción de riqueza y reproducción social
:  I. el libre comercio no garantiza la riqueza ni el desarrollo; II.. las corporaciones tienen demasiado poder; III. la liberalización financiera ha incrementado la desigualdad global y ha sido la principal causa de las crisis financieras y contagios; IV. las instituciones internacionales deberían ser reformadas;  V. las deudas externas de los países en desarrollo deberían reducirse y establecerse otros mecanismos para los préstamos  (Lora y Panizza 2002).

En realidad el listado de las diversas “agendas” no es exhaustivo. Faltaría, por ejemplo, incluir la propuesta por Rodrik (2003, Tabla 2); también deberían mencionarse los diez nuevos puntos “institucionalistas” a los diez del Consenso de Washington “original” que Williamson  propuso últimamente en su nueva agenda (Kuszinsky y Williamson 2003); etc.

En suma, después de dos décadas de predominio de las ideas favorables a una rígida economía de mercado, la desigualdad creciente y el fracaso del combate contra la pobreza 

provocaron una reacción global contra las organizaciones económicas internacionales. La preocupación por la reducción de la pobreza y la participación política de grupos excluidos se ha impuesto tanto en las agendas nacionales como en la arena internacional. Se trata de impulsar las capacidades políticas de actores sociales y estatales para articular soluciones colectivas y solidarias. Las instituciones de desarrollo global (el Banco Mundial por antonomasia) se convirtieron en los paladines de  estas ideas promoviendo investigaciones empíricas acerca de la eficacia del capital social y de la importancia de la  participación de los sectores sociales en los proyectos de desarrollo (Evans 2003). 

En tanto las voces de Washington,  de Santiago y de Porto Alegre  aceptan que el desarrollo debe ser más inclusivo y que el encuadre basado sólo en la eficiencia debe incluir también la equidad,  no hay acuerdo claro en cómo alcanzar estos objetivos. Muchos sostienen  que las buenas instituciones en el contexto de una economía de mercado son las que permiten alcanzar un rápido crecimiento y la reducción de la pobreza; otros ponen en duda el papel de los mercados y proponen más controles y limitaciones a la movilidad de bienes y capital (Lora y Panizza 2002). 

El punto principal del desacuerdo está en el papel de las instituciones. Según Evans (2002b) la explicación ha sufrido un vuelco institucionalista. El desarrollo económico no pasa por el “fundamentalismo del capital”; consiste más bien en un proceso de cambio organizacional que en una cuestión de acumulación de capital, tecnología, capital humano, etc.  (Hoff y  Stiglitz 2001, en Meier y Stiglitz 2001). 

Por otro lado, las conclusiones de un Seminario de CEPAL (Lora 2002a) afirman que las reformas en América Latina, en términos generales, han favorecido el crecimiento, aunque los resultados fueron más moderados o aún decepcionantes con respecto a  las previsiones de los técnicos y los políticos. El efecto sobre el crecimiento ha sido transitorio, durante la etapa inicial, y, sobre todo,  ha dependido crucialmente de la calidad de las instituciones públicas (Lora 2002a).

Comentarios finales

Las previsiones de una rápida y significativa mejora en la situación económico social no parecen excesivamente alentadoras. Es necesario fortalecer el espacio público y los mecanismos e instituciones democráticas para negociar las soluciones a largo plazo. 

Cuando la década del ochenta fue declarada la década perdida para América Latina se plantearon alternativas al dilema y emergió un conjunto de recomendaciones en políticas conocidas en la literatura como 'reestructuración económica con equidad' (CEPAL 1990 y 1992). La estrategia de crecimiento había  recomendado una cuidadosa y planificada apertura de las economías de la región, un aumento en sus capacidades competitivas sistémicas, un desarrollo  planificado y sostenido de los recursos científicos y tecnológicos de la región, una protección ambiental adecuada y un mayor esfuerzo para enaltecer la calidad de vida de los recursos humanos de la región. Todos estos esfuerzos hubieran requerido no sólo un aumento en la capacidad conductora del gobierno sino una reforma profunda en las estructuras del Estado.

Sin embargo, la propuesta de transformación productiva con equidad elaboraba por CEPAL sólo ha constituido un diagnóstico de la situación latinoamericana y un proyecto de modernización y desarrollo económico, tecnológico y social para la región.

Los análisis más recientes -aún los más críticos hacia las políticas neoliberales del Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional- reconocen que el régimen de crecimiento por la sustitución de importaciones conducido por el Estado está agotado y que haberlo mantenido acarreó la combinación perversa de inflación y estancamiento, pérdida de competitividad, inadecuada incorporación del progreso técnico, déficits públicos crecientes y la presencia estatal en emprendimientos productivos con ausencia de dinamismo y en los cuales el corporativismo prevaleció sobre el interés público. Se impuso como única alternativa la necesidad de eliminar el déficit público, el control de la inflación y la definición de un nuevo régimen de crecimiento para la economía promoviendo una profunda reestructuración de los sectores productivos. La misma literatura había señalado también que las políticas neoliberales adoptadas para administrar la crisis han tenido un impacto fuertemente negativo en la situación social de la región. Tasas de crecimiento muy bajas y hasta negativas, creciente desempleo abierto, impacto declinante de los gastos sociales y desorganización del sector público han sido algunas de las características de los noventa, acarreando además un empobrecimiento creciente y el aumento de la deuda social. 

Las políticas de ajuste y de distribución del ingreso han conducido hasta el momento a una configuración de la estructura social que tiende a acentuar los fenómenos de exclusión
 y polarización: estancamiento del desempleo, precariedad laboral y acentuación de las posiciones extremas de la estructura piramidal.
 

En el caso de Argentina, los efectos de la reestructuración económica iniciada a partir de 1989 no han cesado aún.  Bajo el  proceso de reinstitucionalización democrática transcurrido durante los últimos veinte años, el retorno a la política de partidos competitivos no ha involucrado necesariamente la emergencia de una 'democracia real' en términos sociales, económicos y políticos más amplia.  En tanto que la democratización hubiera debido desencadenar reformas genuinas, la liberalización política ha resultado un proceso de mero cambio político controlado desde arriba hacia abajo. Un medio de preservar el statu quo. 
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Resumen

En poco más de una década se revirtió la visión inicialmente triunfalista de la reestructuración  del sector público desplegada en  Argentina a partir de 1989. El balance de la reciente “semidécada perdida 1998-2003” dio resultados decepcionantes y produjo un estado de "fatiga de la reforma". 

En general, las reformas estructurales en América Latina (liberalización, desregulación y privatización) han sido asociadas al deterioro económico y social,  y han generado un rechazo creciente sobre todo entre las capas medias y en los países donde las privatizaciones estuvieron vinculadas a situaciones de corrupción. 

El trabajo propuesto se plantea realizar un análisis del concepto de desarrollo implícito o  explícito en los debates académicos y políticos durante los años noventa, e investigar su relación con las diversas agendas de reforma estatal que emergieron durante el mismo período

� En Inglés, ‘good performance’, ‘growth’  y ‘development’, respectivamente. 


� 1) disciplina fiscal; 2) reformulación de las prioridades en el gasto público en favor de la salud primaria, la educación y la infraestructura; 3) reforma impositiva; 4) liberalización financiera; 5) unificación de la tasa de cambio; 6) apertura comercial; 7)acceso a inversiones extranjera; 8) privatización de las empresas estatales; 9) desregulación en aras de la competencia; y10) facilitación de los derechos de propiedad. 


La crítica  hacia el Consenso de Washington  no suele mencionar que uno de sus diez puntos propone la reasignación del gasto público con un mayor énfasis en las funciones de Educación y Salud.  


� “Washington Contentius”, en la designación original.


� Los otros tres temas son: poder político y ética en la nueva sociedad; sociedad civil y arena pública; y acceso a la riqueza y sustentabilidad.  Ver World Social Forum: � HYPERLINK "http://www.forumsocialmundial.org.br/eng/" ��http://www.forumsocialmundial.org.br/eng/�  (Lora y Panizza 2003)


� De acuerdo con Farías (quien a su vez cita a Gaudier), el concepto de exclusión social en sus versiones más recientes se refiere "al mecanismo más característico de la pobreza en los países industrializados y a la emergencia de los nuevos pobres". El concepto implica que las sociedades con una economía de mercado se volvieron incapaces de integrar a un número creciente de sus miembros. Una forma extrema de desigualdad, exclusión -descripta por Alain Touraine como la nueva división social, que enfrenta a los de afuera con los que están adentro, en contraste con la antigua división que enfrentaba a los de arriba con los de abajo. La dualización de la sociedad aparece como un divorcio entre los actores y el sistema; entre las demandas sociales y la organización. La exclusión social (los grados extremos de carencia de trabajo, hogar, poder, dinero) es consecuencia directa de las condiciones socioeconómicas que se traducen en la crisis del empleo, y del fracaso de las instituciones políticas y culturales, (el Estado, el sistema educativo, los sindicatos).





